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Prólogo

En América Latina existe hoy un renova-
do impulso para una nueva generación de
políticas sociales concebidas como acciones
positivas destinadas a superar situaciones
graves de exclusión y desigualdad estructu-
ral de vastos sectores de la población, tales
como los pueblos indígenas, los afro descen-
dientes, así como la situación de quienes pa-
decen condiciones de pobreza extrema. Tam-
bién se han encarado algunas estrategias pú-
blicas novedosas para la inclusión social
de las mujeres en la esfera política y el mer-
cado de trabajo.

Al mismo tiempo se desarrolla un serio
debate sobre la débil institucionalidad de cier-
tas intervenciones de política social, basadas
en el reconocimiento de beneficios particula-
rizados y meramente asistenciales, que exclu-
yen el lenguaje y la lógica de los derechos.
Este tipo de intervención estatal se caracteri-
za por la falta de transparencia, la ausencia de
mecanismos de participación, responsabili-
dad y rendición de cuentas, y por favorecer
la manipulación de las prestaciones y la asis-
tencia, a través de prácticas clientelares que
definen la relación entre la administración y
quienes acceden a los beneficios que se dis-
tribuyen. Al mismo tiempo, acaban consoli-
dando un campo de acción de la administra-
ción pública con un alto grado de discrecio-
nalidad, que funciona como una zona ajena al
derecho, en el que se obstaculiza cualquier
forma de control ciudadano e institucional.
Este tipo de políticas de baja institucionali-
dad, se combina con la degradación de los
derechos laborales, sindicales y de la seguri-

dad social, como resultado de las reformas
implementadas en la última década en el ámbi-
to del mercado del trabajo y en los sistemas
de jubilaciones y pensiones.

Estas discusiones en el ámbito de las po-
líticas sociales y las estrategias de desarrollo
a nivel regional, no han sido mayormente afec-
tadas por la evolución del derecho interna-
cional de los derechos humanos, en cuanto
al alcance de las obligaciones del Estado de
proteger ciertos derechos fundamentales en
el ámbito social.

Paradójicamente, pese a compartir la preocu-
pación por muchos temas comunes, en particu-
lar referidos a la pobreza y la exclusión y su rela-
ción con la dinámica de los procesos políticos y
el funcionamiento de las instituciones democrá-
ticas, el campo de las políticas sociales y el cam-
po de los derechos humanos han corrido en
paralelo, con pocos puntos de encuentro o
conexión. En tal sentido, basta señalar que
muchos de los conceptos habituales en el len-
guaje del desarrollo, como la reducción de la
pobreza, la participación, la inclusión, el buen
gobierno, la responsabilidad y rendición de
cuentas (accountability) refieren las mismas
cuestiones que en el campo de los derechos
humanos describen el alcance de los derechos
a la salud, a la alimentación, a la educación, a
la libertad de expresión, a la participación políti-
ca, a la igualdad y a la no discriminación, el dere-
cho de acceso a la justicia, entre otros.

En nuestra opinión existen motivos de
peso para empezar a cerrar las brechas y a
tender puentes entre estos dos campos. En
particular en el ámbito regional, los estándares



fijados por el Sistema Interamericano de Pro-
tección de Derechos Humanos (SIDH), en te-
mas tales como el derecho a la igualdad y la
prohibición de discriminación; el derecho a
la participación política y el derecho de ac-
ceder a la justicia, son de inestimable valor
para ajustar aquellas discusiones acerca de
la universalidad, transparencia e institucio-
nalidad de las políticas sociales y de las es-
trategias de desarrollo.

Estos estándares jurídicos pueden servir
para fijar un marco para la definición de las
políticas y estrategias de intervención tanto
de los Estados como de los actores sociales y
las agencias de cooperación para el desarro-
llo, y establecer una vara o criterio común para
la fiscalización y evaluación posterior de esas
políticas y estrategias, otorgando un conte-
nido más preciso a algunos principios que
inspiran la formulación de políticas públicas
sociales, tales como el principio de inclusión,
de participación, de rendición de cuentas y
de responsabilidad.

El denominado “enfoque de derechos en las
políticas sociales y estrategias de desarrollo”
considera principalmente el derecho internacio-
nal de los derechos humanos como un marco
conceptual aceptado por la comunidad interna-
cional, capaz de ofrecer un sistema coherente
de principios y reglas en el ámbito del desarro-
llo. Uno de los principales aportes de este enfo-
que, es dotar a las estrategias de desarrollo de
un marco conceptual explícito, del cual pueden
inferirse elementos valiosos para pensar los di-
versos componentes de esa estrategia: los me-
canismos de responsabilidad, la igualdad y la
no discriminación, la participación y el otorga-
miento de poder a los sectores postergados y
excluidos. Ese marco conceptual podría además
contribuir a definir con mayor precisión las obli-
gaciones de los estados frente a los principales
derechos humanos involucrados en una estra-
tegia de desarrollo, tanto económicos y socia-
les y culturales, como civiles y políticos.

La lógica de derechos no restringe las
opciones de políticas públicas que el Estado
puede adoptar para realizar sus obligaciones.
Es posible reconocer un margen importante
de autonomía de los Estados acerca de cuáles
son las medidas específicas que se pueden
adoptar para realizar los derechos. Este punto
es central para poder compatibilizar el enfo-
que de derechos con los procesos nacionales
de definición de estrategias de desarrollo y
reducción de pobreza, y debe ser considera-
do especialmente al intentar emplear
estándares jurídicos en la fiscalización y eva-
luación de esas políticas.

Los instrumentos internacionales fijan
estándares orientadores de políticas públi-
cas que van luego a ser la “regla de juicio”
sobre cuya base intervienen los mecanismos
de supervisión –o el poder judicial en su
caso-; o las propias organizaciones públicas
y no gubernamentales que realizan activida-
des de monitoreo, para controlar si las políti-
cas y medidas adoptadas se ajustan o no a
esos estándares. Por ejemplo, los estándares
de razonabilidad, adecuación, progresividad
o igualdad, o el análisis de contenidos míni-
mos que pueden venir dados por las propias
normas internacionales que fijan derechos.
Por ello, el derecho internacional de los de-
rechos humanos no contiene en sí un deter-
minado diseño de políticas, sino estándares
que sirven de marco a las políticas que cada
Estado define. Los mecanismos de supervi-
sión y eventualmente los jueces tampoco tie-
nen la tarea de diseñar políticas públicas,
sino la de confrontar el diseño de políticas
asumidas con los estándares jurídicos apli-
cables y –en caso de hallar divergencias–
reenviar la cuestión a los poderes pertinen-
tes para que ellos reaccionen ajustando su
actividad en consecuencia. Si los Estados
no adoptan ninguna medida, entonces los
mecanismos de rendición de cuentas, entre
ellos la justicia, pueden activar la toma de



decisiones en aras de cumplir con las obliga-
ciones jurídicas. Por lo demás, las políticas
incorrectas o que fracasan, no siempre de-
terminan el incumplimiento de derechos; sólo
ocurrirá así cuando el Estado no haya cum-
plido con alguna de las obligaciones míni-
mas asumidas. Por el contrario, puede haber
políticas exitosas en sus objetivos pero que
consagren la vulneración de derechos.

Los derechos fijan marcos para la defini-
ción de políticas y en tal sentido inciden no
sólo en sus contenidos u orientación, sino
también en los procesos de elaboración e
implementación y como parámetro para su
evaluación y fiscalización. Las obligaciones
que asumen los Estados en los tratados de
derechos humanos fijan por ejemplo el deber
de proteger especialmente a determinados
sectores de la población desaventajados; de
brindar acceso a información pública relevan-
te e incluso de producir información estadís-
tica; de permitir la participación ciudadana y
diversos tipos de consulta en la elaboración
de las políticas públicas, de garantizar un de-
bido proceso en el ámbito de la administra-
ción, y de disponer de una tutela judicial efec-
tiva que actúe como garantía frente a los po-
sibles abusos y arbitrariedades de las agen-
cias a cargo de la gestión de las políticas y
servicios sociales. En este sentido, la lógica
de los derechos debe contribuir gradualmen-
te a desplazar la noción de “beneficios
asistenciales discrecionales” que caracterizan
a las prestaciones de las políticas y progra-
mas sociales, y que favorecen la arbitrarie-
dad, la falta de transparencia, la inestabilidad
y el clientelismo en la gestión social del Esta-
do en muchos países.

Es indudable que la adopción de este en-
foque de derecho cuenta para ello a nivel
regional con una sólida infraestructura. En
la región, el concepto de derechos humanos
ha sido pensado históricamente como un
medio para imponer límites a las formas

abusivas de uso del poder por el Estado, un
decálogo de aquellas conductas que el Esta-
do no debería hacer. No torturar, no privar
arbitrariamente de la vida, no entrometerse
en la vida privada y familiar de las personas,
no discriminar. Esta concepción estuvo
signada por la resistencia a las dictaduras
militares en el cono sur en la década del se-
tenta y en Centroamérica en los ochenta. En
los últimos años, el cuerpo de principios, re-
glas y estándares que componen el derecho
internacional de los derechos humanos ha
fijado con mayor claridad no sólo las obliga-
ciones negativas del Estado sino también un
cúmulo de obligaciones positivas. Esto sig-
nifica que ha definido con mayor precisión
no sólo aquello que el Estado no debe hacer,
a fin de evitar violaciones, sino también aque-
llo que debe hacer en orden a lograr la plena
realización de los derechos civiles, políticos
y también económicos, sociales y culturales.
En tal sentido, los derechos humanos no son
pensados en la actualidad tan sólo como un
límite a la opresión y al autoritarismo, sino
también como un programa que puede guiar
u orientar las políticas públicas de los Esta-
dos y contribuir al fortalecimiento de las ins-
tituciones democráticas, en particular en pro-
cesos de transición o con problemas de de-
mocracias deficitarias o débiles.

El campo de las políticas y estrategias de
desarrollo y el campo de la protección inter-
nacional de los derechos humanos parecen
estar mirando además en la misma dirección,
al reconocer una agenda prioritaria vincu-
lada a los problemas derivados de la exclu-
sión social. Ello a partir de la constatación
de que luego de procesos complejos de tran-
sición, las democracias latinoamericanas se
encuentran seriamente amenazadas por el au-
mento sostenido de las brechas sociales y la
exclusión de vastos sectores de la población
de sus sistemas políticos y de los beneficios
del desarrollo, lo que impone límites estruc-



turales al ejercicio de derechos sociales, po-
líticos y civiles.

En este contexto la Comisión y la Corte
Interamericana de Derechos Humanos han pro-
curado no sólo reparar a las víctimas en casos
particulares, sino también fijar un cuerpo de
principios y estándares, con el propósito de
incidir en la calidad de los procesos democráti-
cos a través del fortalecimiento de las principa-
les garantías institucionales de protección de
derechos, tales como los sistemas electorales,
los mecanismos de participación social y polí-
tica, y la administración de justicia. También
han contribuido a afirmar las garantías socia-
les para la tutela de los derechos fundamenta-
les, a través del resguardo de la libertad de ex-
presión, el acceso a la información pública, el
derecho a protestar, a reunirse, a asociarse y a
participar en los asuntos públicos.

El SIDH ha examinado recientemente la vul-
neración de derechos en contextos de pobreza
estructural, con relación a las prácticas de vio-
lencia y “limpieza social” sobre los niños de
sectores populares. Ha afirmado la igualdad de
género en el acceso a la justicia y a la participa-
ción política y ha examinado la condición de
sectores sociales sistemáticamente discrimina-
dos. Así ha establecido por ejemplo un cúmulo
de derechos fundamentales de los migrantes
en situación irregular y el derecho de los pue-
blos indígenas a sus territorios y a participar
desde sus organizaciones tradicionales en el
sistema político. En estos casos el SIDH ha ido
construyendo una noción de igualdad sustan-
cial que implica reconocer la situación de sec-
tores sociales que sufren procesos de desigual-
dad estructural, y que demandan al Estado no

sólo el deber de no discriminarlos, sino tam-
bién de adoptar acciones positivas para incluir-
los en el ámbito social y político. Los princi-
pios fijados procuran servir como guía para los
Estados al momento de diseñar e implementar
políticas de inclusión. También para la socie-
dad civil al momento de evaluar el comporta-
miento de sus gobiernos.

Es indudable que este Informe, que tene-
mos el honor de prologar, apunta en la direc-
ción señalada. Provea ha sido pionera y líder
dentro de la sociedad civil latinoamericana, al
consolidar un trabajo técnico, serio y consis-
tente, de monitoreo de políticas sociales con
un enfoque de derechos, lo que le ha permiti-
do incidir en la agenda de debate público en
esta temática. En los países de América Latina
muchas organizaciones sociales que actúan
con una perspectiva de derechos, como orga-
nizaciones de derechos humanos, derechos
de las mujeres, de control ciudadano, ambien-
tales y de usuarios y consumidores, entre
otras, además de fiscalizar las acciones esta-
tales, han incorporado nuevas estrategias de
diálogo y negociación con los gobiernos a fin
de incidir en la orientación de sus políticas y
lograr transformaciones en el funcionamiento
de las instituciones públicas. El cambio de
perspectiva apunta a incorporar al trabajo tra-
dicional de denuncia de violaciones, una ac-
ción cívica de índole preventiva, capaz de
evitarlas. Pues en un contexto de exclusión
social, los derechos políticos, sociales y civi-
les, necesitan de la acción afirmativa de los
Estados democráticos, y de organizaciones
sociales robustas, capaces de impulsar políti-
cas públicas, acompañarlas y controlarlas.

Víctor Abramovich
Profesor de Derecho de la Universidad de Buenos Aires.

Miembro de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA.


